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I. 

Ante  la  situación  de  crisis  económica,  diversos  actores  sociales  y  políticos 

pugnan  por  imponer  discursos  ideológicos  y  líneas  de  actuación con  la 

ambición de que estos se conviertan en hegemónicos. Se trata, claro está, de 

visiones  e  interpretaciones  de  la  realidad,  a  menudo  contradictorias,  que 

responden a intereses de poder económico, social y político. Así, la retórica de 

la competitividad  y  de  la  austeridad es  empleada  sobre  todo  por  las 

instituciones  internacionales,  los  gobiernos  territoriales  y  los  agentes 

económicos, mientras que la pulsión nacionalista se expresa tanto a través de 

los gobiernos como de los movimientos sociales. Ahora bien, otras entidades y 

movimientos han buscado también una salida a la problemática económica y 

social, o por lo menos paliar sus efectos, en la acción comunitaria de carácter 

solidario.  De  esta  forma,  a  socaire  de  la  crisis  y  ante  la  impotencia  o  la 

reducción de los mecanismos del Estado del bienestar para hacer frente a sus 

consecuencias sociales, ha surgido en muchas ciudades europeas una miríada 

de  iniciativas,  del  más  variado  jaez,  destinadas  a  dar  respuesta  a  las 

necesidades básicas de los ciudadanos desde la propia sociedad.  

II. 

En primer lugar, existen o han surgido, como es sabido, un gran número de 

iniciativas de carácter asistencial  sin ánimo de lucro, vinculadas a entidades 
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cívicas,  fundaciones  privadas,  cooperativas  o  instituciones  religiosas  que 

actúan en campos muy diversos: de la atención a los ancianos a la protección 

de la infancia, de la asistencia social a la provisión de alimentos, del apoyo a 

las personas sin techo al auxilio a quienes se encuentran en una situación de 

drogodependencia. Se estima que cerca el 20% de la población europea está 

asociada o participa en algún tipo de entidad del tercer sector, aun cuando esta 

proporción  varía  mucho  en  los  diversos  países  y  resulta,  en  términos 

generales, más alta en los países del Norte y el Oeste de Europa que los del 

Sur y el Este del Continente. La acción de estas entidades, basada en gran 

medida  en  el  trabajo  voluntario,  está  resultando  de  gran  importancia  para 

atenuar  el  impacto  de  la  crisis  sobre  la  población.  Sin  embargo,  la  misma 

situación económica comporta notables dificultades para su actuación, tanto 

por  el  aumento  de  la  demanda a  la  que  deben  hacer  frente,  como por  la 

disminución de las aportaciones públicas y privadas, debida a la voluntad de 

reducir  el  gasto  público  por  parte  de  las  administraciones  públicas,  a  la 

limitación  de las aportaciones empresariales,  a  la  restructuración  del  sector 

bancario  (que comporta una acentuada reducción de  la obra social  de las 

cajas  de  ahorros  y  de  fundaciones  privadas)  y  a  la  menor  capacidad  de 

contribuir  de los ciudadanos.  Por  otra  parte,  los mismos objetivos de estas 

iniciativas, en principio beneméritas, están sujetos a debate, precisamente por 

la  utilización  de  la  existencia  del  tercer  sector  como  argumento  por  parte 

quienes propugnan, de manera más o menos abierta, el desmantelamiento del 

Estado del bienestar y “retornar a la sociedad” la responsabilidad de paliar los 

aspectos  más problemáticos  que la  actual  organización  social  y  económica 

entraña. 

III. 

Más  allá  de  la  acción  asistencial,  que  se  revela  imprescindible  en  las 

circunstancias actuales, ha florecido otro conjunto de iniciativas que tiene por 

objetivo la defensa de los derechos básicos de los ciudadanos no solo a través 

de la provisión de servicios y ayudas directas, sino también del apoderamiento 

de la población a la hora de reclamar y ejercer sus derechos, así como del 

impulso de una transformación  social en una perspectiva de mayor equidad. 
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Se trata de un conjunto de iniciativas también muy diversas, que van desde la 

defensa del derecho a la vivienda al apoyo de la población inmigrada, de los 

movimientos vecinales a la creación de centros culturales alternativos, de la 

promoción de nuevas formas no monetarias de intercambio a la construcción 

de plataformas de cooperación a través de la red. Agrupadas a menudo bajo la 

imprecisa denominación de iniciativas de “innovación social”,  se caracterizan 

por  conjugar  la  acción directa sobre los problemas,  con la  crítica hacia las 

circunstancias que los generan. En no pocas ocasiones contribuyen también al  

impulso de movilizaciones ciudadanas de carácter  más o menos disruptivo.

IV.

El  impulso  de  estas  iniciativas  no  se  ha  visto  tampoco  exento  de  debate. 

Mientras algunos autores han visto en ellas la simiente de un movimiento social 

de resistencia cívica, de transformación social y de democracia de base, otros 

les  han  achacado  incurrir  en  el  resistencialismo  y  el  comunitarismo.  Peor 

todavía,  en  ocasiones  su  acción  ha  podido  ser  vista  como  una  desviación 

respecto  la  verdadera  cuestión  clave:  la  defensa  de  los  derechos  de  la 

ciudadanía a través de la provisión de bienes y servicios públicos. Por este 

camino  la  discusión  sobre  los  movimientos  de  innovación  social  enlaza  de 

forma directa con la polémica acerca de la provisión y la defensa de los bienes 

comunes. En efecto, algunos teorizadores de la innovación social, inspirándose 

en autores como Elinor Ostrom, Michael Hardt o Toni Negri, han podido afirmar 

que una de las virtudes esenciales de estos movimientos sería la defensa para 

la  comunidad  de  aquellos  bienes  que,  siendo  finitos  y  escasos,  se  deben 

mantener  fuera  de  la  lógica  del  mercado  y  de  la  propiedad  (incluso  de  la 

pública)  y  a  disposición  de  todos  los  miembros  de  la  comunidad.  La  vía 

propuesta  resulta  de  gran  interés,  pero  no  se  encuentra  en  absoluto 

desprovista de dificultades teóricas y prácticas

 

V.
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En primer lugar, la reclamación de estos bienes se conecta en ocasiones con la 

idealización  de  formas  de  vida  comunitaria  y  de  relaciones  de  propiedad 

precapitalista que se corresponden escasamente con la realidad histórica. Si 

uno quiere remontarse a los clásicos, se puede recordar que ya el joven Marx,  

en sus crónicas del  debate de la  Ley sobre el  robo de la leña en la Dieta 

Renana, no incurre en forma alguna en un embellecimiento de las formas de 

tradicionales de propiedad y de los derechos de la comunidad bajo el Antiguo 

Régimen. Al contrario, su objetivo consiste en utilizar el debate para mostrar, 

por una parte, como la transformación del derecho consuetudinario en derecho 

racional burgués ha sido realizado en beneficio de unos grupos sociales y en 

detrimento de otros; y, por otra, para señalar como el ejercicio del derecho a la 

propiedad privada puede ser contrario al bienestar colectivo. 

VI.

Más allá de cuestiones ideológicas e históricas, la misma definición de aquello 

que  entendemos por  bien  común resulta  notablemente  problemática.  En  el 

ámbito  de  las  políticas  urbanas  se  ha  considerado  a  menudo  que  estos 

comprendían el espacio público y los servicios básicos (como la educación y la 

sanidad universales). Sin embargo, resulta evidente para cualquier conocedor 

de las dinámicas urbanas que el espacio público puede ser objeto de usos, 

regulaciones y  simbolismos excluyentes  de determinados grupos sociales  y 

que la misma prestación de servicios públicos como la educación o la sanidad 

puede transmitir valores contrarios a la equidad social o de género. En este 

sentido, la existencia de servicios y espacios públicos de calidad puede ser 

vista como una condición necesaria para el acceso a los bienes comunes, pero 

no como una condición suficiente y aún menos como el bien común mismo. 

VII.

Si la definición de aquello que entendemos por estos bienes es compleja,  la 

delimitación de la colectividad a la que se asocian resulta también espinosa. En 

el caso de las áreas urbanas, por ejemplo, uno de las características básicas 

del proceso de urbanización capitalista es el de la segregación de los grupos 
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sociales  sobre  el  espacio,  de  forma  tal  que  los  ciudadanos  de  parecida 

extracción social  y  nivel  de renta tienden a agruparse,  como es sabido,  en 

barrios o municipios separados1.  En este contexto la cuestión de cuál  es la 

escala  adecuada para  la  definición  de la  comunidad titular  del  bien  común 

deviene clave. ¿Debe reconocerse a la comunidad de cada barrio, distrito o 

municipio  el  derecho  de  apropiarse  y  disfrutar  de  “sus”  bienes  comunes? 

¿Cómo deben conjugarse los intereses de los residentes permanentes en un 

área  con  los  de  los  visitantes  y  turistas,  cuya  percepción  y  expectativas 

respecto  a  los  bienes  comunes  (el  paisaje  urbano,  el  espacio  público,  los 

monumentos, los equipamientos culturales,…) pueden no coincidir? 

VIII.

Finalmente, la creación de bienes comunes en un contexto urbano dominado 

por las relaciones de mercado puede tener también  efectos perversos. David 

Harvey ha ejemplificado esta paradoja con toda crudeza: “Una comunidad que 

lucha por  mantener  la  diversidad étnica en su barrio  y  protegerlo  contra la  

gentrificación  puede  de  pronto  ver  como  los  precios  de  la  propiedad  (e  

impuestos)  suben  por  razón  de  que  los  agentes  inmobiliarios  señalan  el  

‘carácter’ de  su  barrio  a  los  más  ricos  como  un  lugar  multicultural,  vital  y  

diverso. Para cuando el mercado haya realizado su labor destructiva, no solo  

los residentes originales habrán sido desposeídos del bien común que habían  

creado (a menudo habiendo sido desplazados de manera forzosa a través del  

incremento de alquileres e impuestos a la propiedad), sino que el mismo bien  

común  habrá  sido  tan  desnaturalizado  como  para  ser  irreconocible”2. 

Parafraseando el  célebre artículo de Garrett  Hardin,  Harvey ha denominado 

estos efectos perversos “la  verdadera tragedia de los comunes urbanos de  

nuestro tiempo”. 

1 A lo largo de la ponencia ejemplificaremos la cuestión con la presentación de datos específicos sobre la segregación urbana y los 
movimientos de innovación social en la región metropolitana de Barcelona.   

2 Véase David Harvey (2013), Rebel Cities (p. 77-78).
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IX.

De hecho, las impugnaciones que pueden hacerse a la lógica de los bienes 

comunes  no  difiere  excesivamente  de  aquella  que  haya  podido  dirigirse  a 

quienes han impulsado actuaciones de renovación y rehabilitación urbana y 

sonarán familiares a cualquier urbanista: la dificultad de establecer los límites 

entre lo público y lo privado en la ciudad, el problema de definir la colectividad 

beneficiaria de las actuaciones, los riesgos de generar efectos contrarios a los 

objetivos iniciales. Se trata de objeciones en absoluto desdeñables, pero que, 

llevadas hasta el extremo, entrañarían la imposibilidad de acometer ninguna 

actuación urbana tendente a mejorar las condiciones de los sectores sociales 

más desfavorecidos hasta haber transformado previamente por completo las 

estructuras económicas y sociales.  

X.

Ante estas objeciones, podría considerarse que los avances que se consigan 

en cada caso,  pese a  no ser  permanentes  y  seguros,  pueden contribuir  al 

avance  hacia  aquella  trasformación  estructural  más  profunda.   Eso  sí,  el 

impacto  positivo  y  la  posibilidad  de  pervivir  de  cada  acción  comunitaria 

dependerá en gran medida no sólo de sus objetivos y realización concretos, 

sino también de su voluntad y capacidad de no permanecer como una iniciativa 

aislada sino de contribuir a la modificación profunda las relaciones políticas y 

sociales:  es decir,  de la capacidad de incrementar  los recursos disponibles,  

capitalizar  y  difusión  la  experiencia,  voluntad  política  e  implicar  sectores 

amplios de la ciudadanía, y transformar el marco institucional y político. Como 

estos elementos están relacionados, a su vez, de forma más o menos directa, 

con las relaciones de fuerza y los conflictos entre los grupos sociales, esto nos 

devuelve al tema central: hoy, la posibilidad de hacer pervivir (y eventualmente 

ampliar)  los  mecanismos  de  redistribución  social,  ya  sea  aplicados 

directamente  desde  el  Estado,  ya  sea  a  través  de  la  acción  comunitaria,  

depende de la capacidad de invertir las relaciones de fuerza entre los intereses 

económicos  objetivamente  favorecidos  por  la  destrucción  del  Estado  del 

bienestar y la limitación democracia política plena y los grupos sociales que 

precisan de uno y otra como garantía para el acceso a sus derechos básicos.
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